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Este tercer boletín recogemos los datos de la 

Segunda Encuesta de Economistas 2018 que 

auscultar la posición del gremio ante las 

propuestas y argumentos económicos 

anunciados oficialmente y otras que no se han 

acogido.  

Incluimos un artículo sobre la Economía 

Ecológica enmarcado en abril mes del Planeta 

Tierra, señalando el autor “La “economía 

ecológica” representa una ruptura 

epistemológica con el pensamiento económico 

tradicional…”, luego tenemos un artículo sobre 

Derecho, administración pública y planificación   

Recogemos varias actividades. Tenemos la 

presentación del Dr. José I. Alameda en el Foro 

El Efecto de las Megatiendas en Puerto Rico 

ofrecida en febrero en la UPR Río Piedras. Sobre 

el Foro el Futuro de la Agricultura y el 

Agroturismo en Puerto Rico: Retos y 

Oportunidades con las doctoras Gladys 

González e Indira Luciano y las MSc. Lisette Fas 

y Wanda Otero que se ofreció  en marzo en la 

UPR Mayagüez, presentamos las fotos. 

Ya tenemos disponible nuestra página de 

internet https://www.economistaspr.com/ 
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Puedes leer el Informe La economía de Puerto Rico camino a un punto de 
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La Asociación de Economistas de Puerto Rico por segunda vez hizo una encuesta electrónica a gran 

parte de su matrícula para auscultar la posición del gremio ante las propuestas y argumentos 

económicos anunciados oficialmente y otras que no se han acogido. Hubo grandes similitudes entre 

la mayoría de los economistas. 

Por ejemplo, el 84% de los 

expertos en economía no cree 

probable que el crecimiento 

económico en el año 2019 sea 

8.4%, el 72% no considera que 

cualquier tipo privatización de 

la energía eléctrica beneficie el 

desarrollo económico, el 81% 

está en contra de la eliminación de $423 millones a la Universidad de Puerto Rico y el 62% considera 

que la privatización de la autopista 22 no fue beneficiosa para el desarrollo económico. El tema 

estadístico formó parte de la encuesta: un 93% considera como insuficiente los recursos económicos 

y humanos destinados a preparar estadísticas en Puerto Rico y más de un 83% de los encuestados 

se opone a privatizar el Instituto de Estadísticas o trasladarlo al Departamento de Desarrollo 

Económico. En general, más de un 

81% piensa que la Junta de Control 

Fiscal y el gobierno están mal 

asesorados en materia económica.  

  “La percepción de que los y 

las economistas no estamos de 

acuerdo en nada es incorrecta. Al 

contrario, en gran parte de los 

temas hay consensos entre la 

mayoría de los economistas, 

muchos de los cuales nunca son 

consultados o tomados en serio. 

Encuesta Economistas 2018 
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Quizás eso pueda explicar parte de la crisis actual” aseguró el Dr. José Caraballo Cueto, presidente 

de la Asociación de Economistas de Puerto Rico. 

 En la misma encuesta se encontró un consenso hacia otro tipo de propuestas que no han sido 

seriamente consideradas por el oficialismo hasta el momento. Por ejemplo, el 77% de los economistas 

favorece una moratoria en el pago de la deuda por cinco años, un 72% favorece una quita mayor al 

60% del principal de la deuda (como propusieron Martin Guzmán y Joseph Stiglitz), un 81% afirma que 

se deben eliminar subsidios e incentivos a empresas que no estén creando empleo, un 67% apoya 

que se aumenten los impuestos a los bienes y servicios de lujo al 87% estar en contra de la teoría del 

goteo o “trickle down” (incentivos a las clases más altas eventualmente llegan a las demás clases 

sociales). Por otro lado, al menos un 75% considera importante la creación de cooperativas de trabajo, 

los incentivos para la agricultura y el agro o ecoturismo. Finalmente, las preguntas que generaron poco 

consenso fueron si la privatización del aeropuerto de Carolina fue beneficiosa y si es importante una 

segunda reforma laboral. 

   Los resultados se pueden considerar como representativos toda vez que fueron contestados 

por una muestra relativamente alta. Esta investigación no cuenta con el apoyo económico o 

institucional de organización alguna. La Asociación de Economistas continuará realizando múltiples 

conferencias y actividades durante los próximos meses, las cuales estarán disponibles para su 

matrícula y para el público en general.  
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Economía Ecológica para Puerto Rico 

Por: Heriberto Martínez Otero, JD, MA 

La “Economía Ecológica” es una rama de la 

economía heterodoxa, la cual ha ganado 

popularidad en los debates a nivel global debido 

a su capacidad de integrar herramientas 

metodológicas de las ciencias naturales para 

explicar fenómenos de las ciencias 

económicas. Ideas como el “calentamiento 

global”, el “decrecimiento”, y la aplicación del 

“principio de termodinámica”, son algunas de 

las incorporaciones con las cuales se busca 

expandir el marco explicativo de la 

economía.  El concepto fue desarrollado en los 

70 a raíz de la búsqueda de alternativas a un 

modelo económico global que en aquel 

entonces se encontraba dominado por la crisis 

del petróleo (1974), las discusiones sobre 

energía nuclear, y la amenaza permanente del 

conflicto nuclear a gran escala. En la década de 

los 80, la economía neoliberal ganó terreno en 

la academia occidental y en los creadores de 

política pública, relegando la “economía 

ecológica” a la marginalidad intelectual y 

práctica. El fin de la Guerra Fría a principios de 

los 90, otorgó hegemonía al pensamiento 

neoliberal, provocando que las escuelas de 

pensamiento heterodoxo pasaran a un nivel 

secundario en los debates teóricos sobre la 

economía del nuevo milenio. Durante este 

período, la “economía ecológica” mantuvo su 

análisis y activismo en occidente a través de 

proyectos ecologistas y ambientalistas (partidos 

verdes, Green Peace, Amigos del MAR) que 

tenían presencia en los países del primer 

mundo. En el 2006, con la presentación del 

documental “An Inconvenient Truth”, el tema del 

calentamiento global y sus causas en la 

actividad humana lograron auge global. De ahí 

en adelante, la idea de que la actividad 

económica capitalista y sus externalidades 

pudieran estar cambiando el clima del Planeta 

Tierra se convirtió en un debate central a nivel 

internacional, a pesar de que los economistas 

ecológicos llevaban décadas manejando esa 

hipótesis. Luego del paso del huracán María, es 

momento de presentar este debate en Puerto 

Rico. 

 

 La “economía ecológica” representa una 

ruptura epistemológica con el pensamiento 

económico tradicional debido a que parte de la 

premisa de que “si los recursos naturales son 

finitos”, el crecimiento económico también tiene 

un límite. Esto significa que, a diferencia del 

pensamiento liberal, keynesiano y marxista, el 

crecimiento económico tiene un límite el cual 

está dado por los ecosistemas en nuestro 

planeta. La “economía ecológica” entiende que 

la economía es un subconjunto de los 

ecosistemas, mientras que en el resto de las 

escuelas de pensamiento económico, los 

ecosistemas son un subconjunto de la 

economía (tierra como factor de producción). 

Artículos 

https://economiapoliticapr.org/2017/10/06/economia-ecologica-para-puerto-rico/
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Otra diferencia importante es en el tema de las 

“externalidades” y el crecimiento económico. Un 

ejemplo para entenderlo sería el de una 

incineradora de basura para generar energía. 

Dentro del análisis de la economía tradicional, 

una incineradora que pueda convertir la basura 

en energía es positivo debido a que recoge un 

mal (basura) y lo convierte en un bien (energía), 

por lo que todos nos beneficiamos del proceso. 

Sin embargo, un economista ecológico 

observaría que la basura quemada genera 

gases los cuales son respirados por la 

ciudadanía, provocando enfermedades. El 

costo social y económico de las enfermedades 

y la contaminación resultante de la quema de la 

basura lo tiene que absorber la ciudadanía. Por 

lo tanto, el proceso de quema de basura 

provoca tantos males que termina demostrando 

que la actividad económica de la incineradora 

genera “decrecimiento” y subdesarrollo en lugar 

de crecimiento y desarrollo. 

 

En Puerto Rico, el tema de “economía 

ecológica” ha sido trabajado de forma 

consistente en la Universidad de Puerto Rico 

por el Profesor Joseph Vogel, y de forma 

esporádica por economistas miembros de la 

Asociación Puertorriqueña de Economía 

Política. Algunos temas de actualidad que 

tienen que mirarse a través del crisol de esta 

escuela de pensamiento son: el rescate de las 

costas, la planificación urbana, la agroindustria, 

energías renovables, impuestos verdes 

(pollution tax), el acceso a la ciudad, 

contaminación lumínica, y contaminación 

auditiva, entre otros. 

Muchos de los estragos causados por el 

Huracán María, tienen su causa principal en la 

mala planificación de los espacios urbanos y 

suburbanos en nuestro País. La cantidad de 

residencias ubicadas en zonas inundables, en 

la zona marítimo-terrestre, y en esquinas 

montañosas, provocaron que el impacto del 

temporal fuera más desastroso de lo esperado. 

La aportación más importante que pueden 

hacer los economistas puertorriqueños en esta 

etapa es reconocer que la actividad económica 

humana tuvo una responsabilidad indiscutible 

en los destrozos provocados por el huracán; y 

exigir que los creadores de política pública sean 

más rigurosos con los temas ecológicos y 

ambientales al momento de establecer los 

“planes” o proyectos de política económica para 

el mediano y largo plazo. El calentamiento 

global es un fenómeno real, el cual va a 

continuar promoviendo fenómenos 

atmosféricos extremos en el corto plazo. Los 

huracanes simultáneos que superen las 100 

mph parecen convertirse en un nuevo normal 

para la región del Caribe. Si no adaptamos 

nuestra economía a este nuevo normal, los 

estragos serán tan comunes como las olas de 

calor que sufrimos continuamente en este 

nuevo milenio. 

Tomado de https://economiapoliticapr.org/ 
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Derecho, administración pública y planificación 1 

Joel Viera Pedroza, M.A. 

Introducción 

 

En Puerto Rico, las principales fuentes 

del ordenamiento jurídico de la planificación son 

la Constitución de su Estado Libre Asociado, la 

Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme 

(PAU), las leyes orgánicas de las agencias 

gubernamentales, a su vez, sus reglamentos y 

adjudicaciones; la Ley de Municipios 

Autónomos (LMA), Ley para el Plan de Uso de 

Terrenos (PUT) y la doctrina de la delegación 

de poderes cuasi-legislativos que revisa el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico por medio de 

su jurisprudencia.  Esta última tiene sus bases 

en Luce & Co. v. Junta de Salario Mínimo 

(1944), Hilton Hotels International v. Junta de 

Salario Mínimo (1953) y López Salas v. Junta 

de Planificación (1958). Hasta los años setenta 

(70), el interés del Estado en reglamentar el uso 

de terrenos prevalecía sobre el interés privado 

de resistir tales esfuerzos de reglamentación. 

En tiempos recientes, ha resurgido una figura 

que pretende hacer de nueva fuente, donde el 

interés privado ha comenzado a incursionarse 

en asuntos relacionados con la operación del 

Estado.  

 

El neoliberalismo  

 

En aquella década el gobernador Rafael 

Hernández Colón (1976) planteó lo siguiente: 

“Una de mis preocupaciones mayores desde 

                                                             
1 Trabajo final del curso Ordenamiento Jurídico de la Planificación (PLAN 6116) de la Escuela Graduada de Planificación de la 

Universidad de Puerto Rico. 

que asumí la gobernación ha sido la búsqueda 

de alternativas para bregar con la problemática 

de la burocratización de nuestro gobierno.”  

Para Pratts (2013), estas expresiones del ex-

gobernador continúan vigentes. La solución se 

dirigió a la necesidad de “reducir el número de 

organismos públicos; revisar y simplificar toda 

esa maraña de procedimientos y trámites de la 

burocratización de nuestro gobierno” (Ibídem).  

Para superar la vulnerabilidad fiscal de la 

administración pública, en la década de los 

ochenta (80) reaparece la argumentación 

neoliberal que crea la dicotomía entre empresa 

y gobierno. Según Friedman (1962), su premisa 

es que la sociedad necesita un gobierno 

pequeño que promueva aumentar el rol de las 

empresas en el libre mercado. Sus principales 

estrategias son retirarlo como proveedor directo 

de servicios y desreglamentar al sector privado. 

Desde Luan Investment Corp. v. Román (1990), 

la resolución de los conflictos entre sus 

intereses sobre la planificación y los del Estado, 

destaca la discreción del Poder Judicial. 

El neoliberalismo ha dominado la política 

pública a partir del año 1993. Asimismo los 

conflictos de intereses entre diversos sectores 

sociales, aún dentro de la misma clase 

dominante, que batallan por sacar el máximo 

provecho a sus inversiones en propiedades. 

Dicha visión es excluyente proponiendo el 

desmantelamiento de los programas de ayudas 

sociales y la reducción del campo de actividad 

Artículos 
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del Estado que, de todas maneras, provee 

servicios que la 

empresa privada 

entiende no son 

rentables. Para 

las comunidades 

más rezagadas 

el dilema es 

lograr una mejor 

calidad de vida 

(García, 2008), su llamado “derecho a la 

ciudad”.   

 

Ley de Municipios Autónomos 2 

 

Bajo la estrategia de reorganización, la 

primera medida  de la administración de 

Hernández Colón, dirigida hacia la 

descentralización, fue la Reforma Municipal del 

año 1991 (Pratts, 2013). La misma cambió el 

balance de fuerzas entre el Estado y los 

municipios en el proceso de planificación, 

permitiendo que los mismos formularan sus 

planes de ordenación territorial, invadiendo así 

                                                             
2 Ley Núm. 81 de 30 de agosto de 1991 

un campo que hasta ese momento era de 

exclusividad de la Junta de Planificación. El 

proceso desarrollista y la incontrolable 

especulación, impulsada por el mercado de 

bienes raíces, ha hecho que la situación 

pareciera en efecto descarrilarse. El interés de 

todos los gobiernos municipales es el de 

aumentar el valor de la propiedad a través de 

nuevas edificaciones y desarrollos, incluyendo 

infraestructura; para así poder aumentar sus 

recaudos de contribuciones de propiedad 

inmueble y su margen prestatario el cual, 

prácticamente, había desaparecido en la 

década de los ochenta (García, 2008). 

 

Hoy el debate se centra en la llamada 

municipalización que afecta el proceso de 

planificación, a la Administración Pública y sus 

recursos. Según Hernández Colón (ENDI, 

2004), “una vez vino el desarrollo, el país 

superó las posibilidades del centralismo para 

planificar. Habría que desarrollar el urbanismo 

a niveles locales o municipales.” Lo que parece 

resumir la política pública en torno a la 

Municipios Autónomos, diciembre de 2014  

 

Fuente: Junta de Planificación 
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planificación en Puerto Rico de las distintas 

administraciones a partir de principios de la 

década de los ochenta (80) (Ibídem). 

A veintitrés (23) años de aprobada la 

LMA, la gran mayoría de los municipios no 

tienen capacidad administrativa. Al copiarse el 

modelo burocrático del Gobierno, los mismos 

heredaron sus gastos, teniendo que utilizar su 

mismo método de financiamiento mediante 

endeudamiento. Así pues, los planes de 

ordenación territorial no pueden ser la 

herramienta principal que tienen los municipios 

para asumir un mayor control sobre los asuntos 

más importantes que afectan su desarrollo. 

En Junta de Planificación v. Frente Unido 

(2005), la Junta había aprobado el Reglamento 

de Zonificación Especial para Reservas 

Agrícolas de Puerto Rico excluyendo de la 

Reserva Agrícola del Valle de Lajas terrenos 

con acceso a riego y alta producción agrícola.3  

La Asamblea Legislativa había aprobado leyes 

con el propósito de proteger los terrenos de alto 

                                                             
3 Frente Unido Pro Defensa del Valle de Lajas, Asociación de 

Agricultores de Puerto Rico y Colegio de Agrónomos de 

Puerto Rico, recurridos 

rendimiento agrícola comprendidos dentro de 

los Valles de Lajas, Coloso y Guanajibo.4  

Según la exposición de motivos de la Ley Núm. 

277: 

A medida que transcurren los años, el aumento 

en la población y la demanda por áreas para 

desarrollo urbano obligan a las agencias 

reguladoras a trabajar en mayor coordinación 

para garantizar que las tierras con potencial 

agrícola sean preservadas para dichos fines 

exclusivamente. 

Para el Alto Tribunal, los tribunales no 

deben perder de perspectiva que un reglamento 

promulgado para implementar la ejecución de 

una ley puede complementarla, pero no estar 

en conflicto con ésta (Ibídem).  Sin embargo, el 

Departamento de Agricultura y la Junta se 

opusieron a una medida radicada en el Senado 

que permitiría excluir de dicha Reserva terrenos 

sin valor agrícola. En favor del proyecto, el 

alcalde de Lajas, Marcos Irizarry expresó que 

“debe existir un balance que provea beneficios 

económicos a la administración municipal que 

4 Ley 277 de 20 de agosto de 1999, Ley 142 de 4 de agosto de 

2000 y Ley 184 de 17 de agosto de 2002. 
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nos permita una operación financiera saludable” 

(ENDI, 2014). 

En este sentido, el ordenamiento jurídico 

de la planificación se ha ido moviendo de ser 

una jurisdicción muy protectora del rol del 

Estado a ser una sobre la que presionen los 

intereses privados. Así pues, el derecho a 

excluir y a resistir su reglamentación ha venido 

prevaleciendo. Desde luego, se ha desarrollado 

una gran cantidad de jurisprudencia al respecto. 

 

La Compañía para el Desarrollo Integral de 

la Península de Cantera 5 

 

Como segunda medida del ex-

gobernador hacia la descentralización, la 

misma estableció un nuevo modelo de 

gobernanza: 

El esfuerzo no puede depender de una 

particular agencia del gobierno central, ni del 

gobierno municipal, ni conducirse por éstos sin 

el apoyo entusiasta del sector privado y sin la 

injerencia de la comunidad afectada. La 

experiencia enseña que, en este campo, 

muchas buenas ideas han sucumbido víctimas 

de la fragmentación de la autoridad pública, de 

la centralización y burocratización excesiva. 

(Art. 1) 

 
La CDIPC se organizó de forma innovadora en 

forma de redes entre el sector público, privado 

y la comunidad.  Se estableció una vigencia de 

quince (15) años con extensión de cinco (5). Su 

                                                             
5 Ley Núm. 20 de 10 de julio de 1992 

reto fue formular un plan de desarrollo integral 

con el propósito de mejorar la calidad de vida 

“de los presentes y futuros residentes.”  En el 

mismo se tenían que incluir dimensiones 

empresariales, educativas, el tejido social, 

industriales, producción de empleo, como 

infraestructura, vivienda, facilidades recreativas 

y otras. Tras aprobarse en el año 1995, su 

implantación ofreció dirección a las once (11) 

comunidades logrando una transformación en 

la calidad de vida de sus residentes. Así pues, 

se demostró que el estilo de gobernanza y la 

organización en redes es superior al gobierno 

burocrático-centralizado (Pratts, 2013). En la 

Península de Cantera hay diez mil (10,000) 

habitantes (Quiñones, 2013). 

 
La Ley para el Plan de Uso de Terrenos 

 

El PUT declara como política pública 

promover su elaboración: 6 

Para que sirva de instrumento principal en la 

planificación que propicie el desarrollo 

sustentable del País y el aprovechamiento 

óptimo de sus terrenos, basado en un enfoque 

integral, en la justicia social y en la más amplia 

participación de todos los sectores de la 

sociedad. (Art. 2) 

El PUT tiene su base en la política pública 

establecida por la Constitución (1952): 

6 Ley Núm. 550, de 3 de octubre de 2004 
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La más eficaz conservación de sus recursos 

naturales, así como el mayor desarrollo y 

aprovechamiento de los mismos para el 

beneficio general de la comunidad; la 

conservación y mantenimiento de los edificios y 

lugares que sean declarados de valor histórico 

o artístico por la Asamblea Legislativa. (Art. 6, 

Sección 19) 

Tras la aprobación del PUT, se iniciará un 

proceso para armonizar los planes de 

ordenación municipal a las políticas 

establecidas por el mismo (JP, 2014). De 

acuerdo con el Art. 13 de la LMA, los “planes de 

ordenación estarán de conformidad con todas 

las políticas públicas, leyes, reglamentos u 

otros documentos del gobierno central 

relacionados a la ordenación territorial y a la 

construcción”.  En este sentido, el PUT viene 

también como estrategia para resolver el grave 

error de diseño de dicha Reforma Municipal. 

Según Pelatti (citado en (DPR, 2015), el 

proceso de participación ciudadana en el mismo 

ha sido uno sin precedentes. 

 

La servidumbre en equidad 

 

Urbanizar es convertir en poblado una 

porción de terreno o prepararlo para ello, 

abriendo calles y dotándolas de luz, pavimento 

y demás servicios. Según Colón v. San Patricio 

Corporation (1959), las servidumbres en 

equidad son “cláusulas restrictivas a beneficio 

de los presentes y futuros adquirentes que 

imponen cargas o gravámenes especiales, 

como parte de un plan general de mejoras para 

el desarrollo de una urbanización residencial”.  

En Asociacion Playa Hucares v. Rodriguez 

(2006), para que este tipo de contrato privado 

de naturaleza real sea válido, “sus cláusulas 

restrictivas deben constar en una escritura 

                                                             
7 Ley Núm. 170 del 12 de agosto de 1988 

pública y debe inscribirse en el Registro de la 

Propiedad.” 

 Según Rodríguez (2012), la servidumbre 

en equidad no se ha codificado en el Código 

Civil de Puerto Rico (CCPR) ni ha sido añadida 

a la Ley Hipotecaria. Solo se refieren a ella el 

Reglamento General para la Ejecución de la 

Ley Hipotecaria y del Registro de la Propiedad.  

Para Silva-Ruiz (2010), dicha figura continuará 

su desarrollo al margen de la normativa del 

CCPR y seguirá recurriéndose a las fuentes del 

derecho norteamericano en auxilio de reglas 

para seguir dibujando la institución.  Así pues, 

la vigencia de las servidumbres en equidad es 

competencia, en última instancia, del Tribunal 

Supremo. 

 
En el contexto de la planificación y el uso 

de terrenos, lo anterior es contrario al 

planteamiento de que el derecho privado se 

encuentre usurpando los poderes cuasi-

legislativos de las agencias gubernamentales.  

La PAU ordena a las mismas promover la 

participación ciudadana, las cuales están 

sujetas siempre a la fiscalización por parte de la 

Rama Judicial.7 En lo reglamentario, también 

contiene los mecanismos de publicidad, 

comentarios públicos –que las agencias deben 

contestar– en sus ponencias y vistas públicas. 

En lo adjudicativo existen las solicitudes de 

intervención, durante el proceso administrativo, 

y los recursos de revisión administrativa ante el 

Tribunal de Apelaciones para los participantes, 

como partes adversamente afectadas, con 

legitimación activa. 
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Sin embargo, su acceso a la información 

no es uniforme en cuanto a procesos ágiles se 

refiere. Estos litigios promueven que este tipo 

de figura continúe desarrollándose. Esta falta 

de uniformidad y sus conflictos son obstáculos, 

sobre todo, en el contexto medioambiental.  

Desde los años setenta (70), los tribunales 

acogían los casos de organizaciones 

medioambientales. Actualmente, los casos se 

resuelven sobre la existencia o no de dicha 

legitimación. 

 

Conclusiones y recomendaciones 

 

Desde que se reformó la Ley Orgánica 

de la Junta de Planificación en el año 1975, el 

interés del Estado en reglamentar el uso de 

terrenos dejó de prevalecer sobre el interés 

privado de resistir tales esfuerzos de 

reglamentación. Desde luego, el Poder Judicial 

ha venido aumentando su influencia en la 

determinación del ejercicio al derecho a la 

propiedad privada.  Desde el año 1978, su 

predisposición es contraria a las organizaciones 

medioambientales. Revive pues la figura de la 

servidumbre en equidad como instrumento 

privado de planificación de comunidades. Se 

sugiere estudiar el resto de jurisprudencia al 

respecto. 

Las recientes reestructuraciones de 

agencias gubernamentales son una 

reivindicación por parte del poder regulador del 

Estado ante otros intereses.  Ejemplos de ello 

son la CDIPC creada en el año 1992; la Junta, 

recién reformada el pasado año 2013, y la 

próxima aprobación del PUT.  Cuando el mismo 

sea aprobado, la Junta podrá entonces llevar a 

cabo investigaciones sobre los planes de 

ordenación territorial de los municipios y 

analizará sus permisos retroactivamente, 

aportando transparencia y rendición de cuentas 

a la ciudadanía. No sorprende su resistencia. 

Los conflictos de este tipo continuarán 

resolviéndose en el foro judicial. 

Son estrategias también para fortalecer 

tanto la participación de la ciudadanía como su 

acceso a la información, claves para que la 

Junta pueda recuperar su standing.  El Estado 

sigue teniendo retos internos de continuar 

modernizando sus operaciones buscando 

eficiencias en la Administración Pública. Para 

lograrlo, debe existir ese balance de fuerzas 

entre las agencias gubernamentales, los 

tribunales de justicia y los intereses privados o 

municipales. 

El poder regulador del Estado es una 

doctrina atada a la protección de la salud, 

seguridad y bienestar social de sus ciudadanos. 

El mismo continuará incidiendo en el desarrollo 

de la planificación en Puerto Rico, como 

herramienta legitimadora de su ordenamiento 

jurídico. Se recomienda al Gobierno perseverar 

en el desarrollo económico, la eficiencia 

gubernamental, la transparencia y rendición de 

cuentas como paradigmas dominantes 

contemporáneos. 
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El Dr. Héctor S. Tavárez Vargas coordino y moderó en la UPR Mayagüez el Foro sobre 

el Futuro de la Agricultura y el Agroturismo en Puerto Rico: Retos y Oportunidades con 

un foro de mujeres: Dra. Gladys González, Dra. Indira Luciano, MSc. Lisette Fas y MSc. 

Wanda Otero en marzo de 2018. Las fotos fueron suministradas por el Dr. Tavárez e 

incluye una vista de los asistentes. 
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Desde la presidencia: El presidente Dr. José Caraballo participó en octubre de 2017 en el XI Congreso Internacional de 

Economistas de América Latina y el Caribe (AEALC) en Panamá, al igual que la Dra. Martha Quiñones, además de 

participar en la Asamblea. Martha Quiñones salió electa como Vice-Presidenta del Caribe de la AEALC puesto que 

anteriormente ocupaba el Dr. Pedro Rivera. 

Te puede interesar: 

 

http://www.estudiostecnicos.com/pdf/perspectivas/2018/enero2018.pdf 

http://www.estudiostecnicos.com/pdf/perspectivas/2018/febrero2018.pdf 

http://www.estudiostecnicos.com/pdf/perspectivas/2018/marzo2018.pdf 

Y otras publicaciones en 

http://www.estudiostecnicos.com/es/publicaciones/perspectivas.html 

 

http://www.estudiostecnicos.com/pdf/perspectivas/2018/marzo2018.pdf

